D/Dª _____________________________________________________________________con DNI________________, domiciliado en ____________________________________________ ______________________________________________________________ _____________,

comparece en tiempo y forma en el procedimiento de información pública del Proyecto de Instalaciones Deportivas Municipales en el paraje de La Cerrallana, abierto por acuerdo del Ayuntamiento de Béjar, publicado en el BOP de Salamanca de 11 de abril de 2007 y, una vez analizada la documentación expuesta al público, al amparo de lo dispuesto en el artículo 432 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León (RUCyL), expone las siguientes alegaciones:

PRIMERA

El Ayuntamiento de Béjar, después de la obligada paralización de las ilegales obras que realiza en la Cerrallana, ha sacado a información pública un Proyecto de Instalaciones Deportivas Municipales en dicho paraje, a fin de intentar legalizar las obras en tanto que uso provisional en suelo rústico.

La ordenación urbanística vigente en la Cerrallana es la definida por la Modificación Puntual del PGOU aprobada definitivamente el 31 de julio de 2003. Según dicha Modificación, la ordenación vigente en la zona, es la propia de un suelo urbanizable delimitado, sin ordenación detallada, en el que para llevar a cabo cualquier actuación de edificación debe desarrollarse previamente el planeamiento de detalle, mediante la redacción y tramitación de un Plan Parcial, seguido de un Proyecto de Urbanización y de la ejecución de las pertinentes obras de urbanización.

El artículo 19.3 de la Ley de Urbanismo de Castilla y León estipula que, en tanto no se apruebe el Plan Parcial, se podrá usar, disfrutar y disponer de los terrenos conforme a su naturaleza rústica. Y excepcionalmente podrán autorizarse usos provisionales que no estén prohibidos en el planeamiento urbanístico y sectorial, que habrán de cesar, con demolición de las obras vinculadas a los mismos y sin indemnización alguna.

¿Y qué significa el concepto de usos provisionales? Pues, si se consulta el diccionario de la lengua castellana, se podrá concluir que son los propios de actividades que se hacen con un carácter temporal, o lo que es lo mismo, actividades que se prevé realizar durante un cierto tiempo o plazo, para acabar desapareciendo. Esto es lo que significa un uso provisional y no otra cosa.

¿Pero constituyen las Instalaciones Deportivas Municipales de la Cerrallana un uso provisional? ¿Tienen estas obras un carácter temporal? 

La respuesta a estas cuestiones es NO. Lo que aquí tenemos son unas instalaciones definitivas que se han promovido y construido de forma ilegal y que, ahora, cuando han sido denunciadas públicamente, se intentan legalizar mediante una burda maniobra que no resiste el mínimo análisis. 

Lo que aquí encontramos es una infracción urbanística grave y una prevaricación más grave aún, cometidas por el mismísimo Sr. Alcalde de Béjar, que ha sido incapaz de desarrollar el polígono conforme a las disposiciones legales vigentes, a pesar de haber dispuesto de un plazo de casi cuatro años para ello (desde julio de 2003), mientras su Concejal de Urbanismo se dedicaba a gestionar, para determinados promotores, Convenios Urbanísticos y Modificaciones Puntuales del PGOU a la carta.

Está claro que la Ley contempla los posibles usos en un suelo urbanizable sin ordenación detallada como algo excepcional, para el caso de que, mientras se desarrolla el Plan Parcial, se necesiten los terrenos para una actividad que sea efectivamente provisional. Pero éste no es el caso, pues aquí se intenta legalizar una instalación definitiva mediante un procedimiento que la Ley contempla única y exclusivamente para usos provisionales, lo que constituye un fraude manifiesto de dicha Ley.

SEGUNDA

El proyecto de instalaciones deportivas municipales no resuelve la dotación de los servicios que precisa ni las repercusiones que produce en la funcionalidad de las redes de servicios e infraestructuras existentes, tales como el abastecimiento de agua, la evacuación de aguas residuales, el suministro de energía eléctrica y la dotación de telecomunicaciones, lo que conculca lo dispuesto en el artículo 25.3.b de la LUCyL. 

TERCERA

Uno de los cuerpos de edificación que se están levantando en estos momentos y que forman parte del conjunto de obras ilegales y que queda recogido en el Proyecto sometido a información pública, se encuentra localizado a una distancia de apenas 50 metros de la arista exterior de la explanación de la autovía N-630, dentro de la zona de afección de dicha vía. Asimismo, la vía de acceso general a las instalaciones deportivas se localiza en posición adyacente al borde del talud de desmonte de la citada autovía, afectando plenamente a la zona de dominio público adscrita a la misma. Todo ello, sin contar con la pertinente autorización de la administración competente, que es el Ministerio de Fomento.
ADICIONAL

Conviene recordar aquí que, conforme a lo dispuesto en la Disposición Transitoria Tercera, apartado 3, de la LUCyL, en los Municipios con población inferior a 20.000 habitantes y que cuenten con PGOU aprobado definitivamente a la entrada en vigor de la Ley, y en tanto no se adapten a la misma, tal es el caso del municipio de Béjar, la competencia para la autorización de usos excepcionales en suelo rústico corresponde a la Comisión Territorial de Urbanismo y no al Ayuntamiento. 

Por lo que solicito:

Primero: Que se tenga por presentado este escrito y, conforme con lo expuesto, se acuerde anular, revocar y dejar sin efecto la tramitación del presente proyecto de instalaciones deportivas municipales, por constituir el intento de legalización del mismo como si se tratara de un uso provisional en suelo rústico, un fraude de ley manifiesto.

Segundo: Que se proceda a la apertura de un expediente de infracción urbanística identificando y sancionando, en su caso, a los responsables de las mismas, conforme a lo dispuesto en el Capítulo III del Título IV de la LUCyL, referente a la Protección de la Legalidad.

Tercero: Que, en ausencia del ejercicio de las competencias de protección de la legalidad urbanística por parte del propio Ayuntamiento, se dé traslado del expediente a la Diputación Provincial, a efectos del ejercicio de dichas competencias, conforme a lo dispuesto en el artículo 111.2 de la LUCyL.

Cuarto: Que, con independencia de las sanciones o penas, en su caso, que sean de aplicación, se proceda a la restauración de la legalidad, conforme a lo dispuesto en el artículo 118 de la LUCyL. 

Quinto: Solicito, asimismo, que se dé cumplida respuesta a esta alegación, en todos y cada uno de sus puntos.

En ______________________________,  a 25 de abril de 2007


Fdo:
SR. ALCALDE-PRESIDENTE DEL AYUNTAMIENTO DE BÉJAR 
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